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ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL AMPARO

El Tribunal Colegiado de Circuito determina que el Decreto Número 24, publicado 
en el extra del Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 12 de diciembre de 
2024, mediante el cual quedan suprimidas plazas administrativas pertenecientes al 
Gobierno del Estado de Oaxaca, no constituye un acto de autoridad para efectos 
del juicio de amparo. 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030180


ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL AMPARO. NO TIENE ESE CARÁCTER EL DECRETO NÚMERO 24, EMITIDO POR EL 
CONGRESO DEL ESTADO DE OAXACA, POR EL QUE SE SUPRIMEN PLAZAS ADMINISTRATIVAS DE LOS EMPLEADOS DE 
BASE, PUBLICADO EN EL EXTRA DEL PERIÓDICO OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO EL 12 DE DICIEMBRE DE 2024. 
 
Hechos: Una empleada de base del Gobierno del Estado de Oaxaca promovió amparo indirecto contra el referido decreto, su aplicación 
y consecuencias. 
El Juzgado de Distrito desechó la demanda en términos del artículo 61, fracción XXIII, en relación con el 5o., fracción II, ambos de la Ley 
de Amparo, al considerar que lo reclamado no constituía un acto de autoridad para efectos del amparo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el Decreto Número 24, mediante el cual quedan suprimidas con 
efectos inmediatos, 1344 (mil trescientas cuarenta y cuatro) plazas administrativas pertenecientes al Gobierno del Estado de Oaxaca, 
publicado en el extra del Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 12 de diciembre de 2024, no constituye un acto de autoridad para 
efectos del juicio de amparo. 
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Justificación: Si bien el decreto referido fue materialmente emitido por el Congreso del Estado de Oaxaca, ello obedece a que 
conforme a los artículos 59, fracción XXI y 137 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, es el único que 
tiene a su cargo el control de las finanzas públicas del Estado, de ahí que su actuación únicamente se circunscribió a emitir una 
autorización presupuestaria para la supresión de 1344 plazas en la administración pública, que impacta en el presupuesto asignado 
al Poder Ejecutivo del Estado, a fin de que éste pudiera dar por terminadas relaciones laborales con los trabajadores de base, lo que 
redunda en una cuestión laboral. 
Además, el artículo 39, fracción V, inciso J), de la Ley del Servicio Civil para los Empleados del Gobierno del Estado de Oaxaca, 
establece que para que el titular del Poder Ejecutivo del Estado pueda suprimir plazas, requiere la actuación del Congreso del 
Estado, esto es, necesita una autorización presupuestaria, de donde se concluye que dicha actuación del Congreso se encuentra 
vinculada con la del titular del Poder Ejecutivo para dar por terminadas las relaciones de trabajo con sus empleados de base 
adscritos a la administración pública. Esto es, las actuaciones de ambos Poderes se encuentran en un plano de coordinación 
respecto de la quejosa, quien pretendía dejar insubsistente el decreto impugnado a fin de que no se interrumpiera el pago de su 
salario y no se revocara su nombramiento de base por la supresión de su plaza con motivo de su aplicación, lo que es propio de las 
relaciones de trabajo. 



https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030184

AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DEL JUICIO DE 
AMPARO

No tiene carácter de autoridad responsable la que es vinculada por el tribunal de 
trabajo para el cumplimiento efectivo del laudo, en términos de la Ley Número 364 
Estatal del Servicio Civil de Veracruz. 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030184


AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. NO TIENE ESE CARÁCTER LA QUE ES VINCULADA 
POR EL TRIBUNAL DE TRABAJO PARA EL CUMPLIMIENTO EFECTIVO DEL LAUDO, EN TÉRMINOS DE LA LEY NÚMERO 364 
ESTATAL DEL SERVICIO CIVIL DE VERACRUZ. 
 
Hechos: En los juicios laborales de origen fueron vinculadas al cumplimiento del laudo emitido en dichas contiendas órganos de 
gobierno y dependencias públicas del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, como autoridades responsables, a pesar de no haber 
sido parte en el juicio de origen. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que no tiene el carácter de autoridad responsable la que es vinculada por 
el tribunal de trabajo para el cumplimiento efectivo del laudo, en términos de la Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Veracruz de 
Ignacio de la Llave. 
 
. 
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Justificación: Los actos de autoridad, para efectos del juicio de amparo son los provenientes de relaciones de supra a subordinación 
que afecten derechos de particulares y no actos derivados de relaciones de coordinación; concebidas las primeras como las 
existentes entre gobernantes y gobernados, en las que los primeros se encuentran en un plano superior respecto de los segundos, 
mientras que las de coordinación son las establecidas entre particulares ubicados en una situación de igualdad y bilateralidad, regida 
por el derecho privado. De ahí que no pueden considerarse como autoridades responsables los órganos de gobierno y dependencias 
públicas del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, que a pesar de no haber sido parte en el juicio de origen fueron vinculadas al 
cumplimiento del laudo emitido en esa contienda, en términos de la ley burocrática local, pues con esa determinación quedan 
incorporados al juicio natural en la fase de ejecución del laudo, siendo colocadas en un plano de coordinación y de igualdad procesal 
con las partes contendientes; máxime, si se toma en consideración que la Segunda Sala del Máximo Tribunal Constitucional, al emitir 
la jurisprudencia 2a./J. 31/2014 (10a.), de rubro: "ÓRGANOS DE GOBIERNO O DEPENDENCIAS PÚBLICAS DEL ESTADO DE 
VERACRUZ. EL INCUMPLIMIENTO A UN LAUDO PRONUNCIADO EN UN JUICIO LABORAL EN EL QUE FIGURARON COMO 
PARTE DEMANDADA NO CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO (LEY DE AMPARO 
VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013).", estableció que el incumplimiento de una condena impuesta a los órganos de gobierno 
y dependencias públicas de dicha entidad federativa no constituye un acto de autoridad reclamable mediante el juicio de amparo, 
dado que su marco normativo prevé un procedimiento específico para ejecutar dicha condena, en el que, incluso, puede llegarse a 
su forzoso acatamiento mediante el embargo de bienes, privados o propios, de las autoridades demandadas, lo que es suficiente 
para preservar el plano de coordinación que caracteriza las relaciones laborales regidas por el derecho privado y social.



https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030198

MULTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 48

Es improcedente imponer la multa prevista en el artículo 48, quinto párrafo, de la 
Ley Federal del Trabajo, por no haber logrado la solución del conflicto en la 
conciliación prejudicial. 

La finalidad de la referida norma es sancionar la conducta de los abogados, litigantes o 
representantes que promuevan, entre otras, excepciones notoriamente improcedentes, 
siempre y cuando las hayan opuesto con el objetivo de prolongar, dilatar u obstaculizar la 
sustanciación o resolución del juicio.

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030198


MULTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 48, QUINTO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. ES IMPROCEDENTE 
IMPONERLA POR NO HABER LOGRADO LA SOLUCIÓN DEL CONFLICTO EN LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 

Hechos: Un Tribunal Laboral Federal impuso una multa al apoderado legal de la parte demandada con fundamento en el artículo 48, 
quinto párrafo, de la Ley Federal del Trabajo, pues al dictar sentencia calificó las excepciones opuestas como notoriamente 
improcedentes y señaló que el asunto pudo haberse resuelto en la etapa conciliatoria prejudicial, lo que hacía presumir un beneficio 
indebido para aquélla. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que es improcedente imponer la multa prevista en el artículo 48, quinto 
párrafo, de la Ley Federal del Trabajo, por no haber logrado la solución del conflicto en la conciliación prejudicial. 

Justificación: La finalidad de la referida norma es sancionar la conducta de los abogados, litigantes o representantes que promuevan, 
entre otras, excepciones notoriamente improcedentes, siempre y cuando las hayan opuesto con el objetivo de prolongar, dilatar u 
obstaculizar la sustanciación o resolución del juicio. Si no existe prueba en autos que evidencie esa conducta, no se justifica su 
imposición, pues no debe coartarse el derecho de defensa de la demandada, por conducto de su apoderado o representante legal, a 
quien no se le puede obligar a llegar a una conciliación prejudicial para no instar un juicio, con el argumento de que debe procurarse una 
impartición de justicia pronta y expedita y que no debe generarse una carga laboral "innecesaria" a los tribunales de trabajo. Si bien es 
cierto que en el nuevo sistema de justicia laboral la conciliación es una etapa obligatoria que las partes deben agotar antes de acudir a 
los tribunales (salvo los casos de excepción), también lo es que la resolución de la controversia en esa vía es un derecho optativo de las 
partes. Estimar lo contrario implicaría constreñirlas a convenir una solución del conflicto en la vía prejudicial y prescindir de la 
jurisdiccional, lo que no fue intención del legislador, sino únicamente establecer una posibilidad de lograrlo a través de ese mecanismo. 
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CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL

La constancia de negativa de modificación de pensión, o en su caso, el acuse de su 
solicitud, no constituyen requisitos de procedencia que deban acompañarse a la 
demanda cuando se reclame el ajuste o modificación de la pensión, en términos del 
artículo 899-C, fracciones VI y VII, de la Ley Federal del Trabajo.

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030188


CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LA CONSTANCIA DE NEGATIVA DE MODIFICACIÓN DE PENSIÓN 
EXPEDIDA POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL O EL ACUSE DE LA SOLICITUD, NO SON REQUISITOS DE 
PROCEDENCIA QUE DEBAN ACOMPAÑARSE A LA DEMANDA CUANDO SE RECLAME SU AJUSTE O MODIFICACIÓN 
(ARTÍCULO 899-C, FRACCIONES VI Y VII, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO). 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar si cuando se reclama la 
modificación de una pensión por cesantía en edad avanzada o vejez, la actora debe acompañar a la demanda la constancia de negativa 
de modificación por parte del Instituto Mexicano del Seguro Social o el acuse de recibo de su solicitud. Mientras que uno consideró que 
esas documentales constituyen un requisito de procedencia de la demanda de conformidad con el artículo 899-C de la Ley Federal del 
Trabajo; el otro determinó que es suficiente exhibir la constancia de otorgamiento de la pensión para acreditar los términos en que fue 
concedida, sin que sea necesaria la resolución de negativa de modificación de pensión. 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, 
determina que la constancia de negativa de modificación de pensión, o en su caso, el acuse de su solicitud, no constituyen requisitos de 
procedencia que deban acompañarse a la demanda cuando se reclame el ajuste o modificación de la pensión, en términos del artículo 
899-C, fracciones VI y VII, de la Ley Federal del Trabajo. 
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Justificación: La doctrina y la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación coinciden en que las leyes que establecen 
que con la demanda se deben acompañar los documentos fundatorios de la acción ejercida se basan en el principio de buena fe 
procesal, con el propósito de limitar el ejercicio de acciones carentes de fundamento y de permitir que no se sorprenda al adversario 
cuando éste ya no se encuentra en posibilidad de construir su defensa, tratando de lograr que el demandado conozca la justificación 
documental en que apoya su pretensión. Esto es lo que exige el artículo 899-C, fracción VI, de la Ley Federal del Trabajo.  
Por tanto, si la pretensión del actor es que se revise el monto del pago de la pensión, la solicitud de modificación de pensión ante el 
Instituto Mexicano del Seguro Social no funda su derecho (que es el de recibir la pensión) y por ello, es irrelevante para la defensa 
del demandado. De no exhibirse ni la complica ni la impide, ya que está en condiciones de contestar la pretensión aducida, por 
ejemplo, refutando el cálculo propuesto por el actor o cuestionando la misma constancia de otorgamiento de la pensión por 
diferentes causas, al no constituir esta constancia un documento que funde un derecho, por lo que no se coloca al demandado en 
una situación de desventaja frente al actor.  
Por otro lado, la negativa de modificación de pensión o el acuse de recibo de haberla solicitado en sede administrativa no puede 
exigirse como imprescindible para la presentación de la demanda en términos de la fracción VII del mismo artículo 899-C. Esta 
fracción está referida a los documentos que, provenientes del demandado, se encuentran en poder del actor y que, en aras de la 
inmediatez del proceso, está facultado para aportar al juicio desde la presentación de su demanda. La única consecuencia de no 
exhibirlos en ese momento es que el proceso podría demorar más, puesto que estaría sujeto a que los aporte el propio demandado 
en un momento procesal posterior.  
Por ello, cuando se demanda el ajuste o modificación de una pensión del régimen de seguridad social obligatorio no es requisito de 
procedencia de la acción que a la demanda se acompañe constancia de la negativa de modificación de pensión del Instituto 
Mexicano del Seguro Social ni, en su caso, el acuse de esa solicitud, pues en términos del artículo 899-C, fracciones VI y VII, de la 
Ley Federal del Trabajo, estos documentos no constituyen base de la acción.  
Exigir la exhibición con la demanda de la negativa de modificar la pensión o el acuse de recibo de que se hizo la solicitud 
contravendría el derecho de acceso a la justicia, pues supondría que un requisito de procedencia de la demanda no expresamente 
previsto en ley y que además no tiene vinculación directa con los hechos base de su acción, se constituyera en un obstáculo carente 
de toda razonabilidad entre él y el órgano jurisdiccional que sólo alargaría el tiempo de resolución. 


